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Radicación Nro. :

66001-31-05-003-2009-01208-01
Proceso:


ACCIÓN DE TUTELA 

Providencia: 


SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA
Tema:
La pensión es inembargable, correspondiéndole al pensionado en procesos de jurisdicción coactiva, informar sobre dicho carácter de inembargabilidad.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, dieciséis de diciembre de dos mil nueve
Acta número 0075 del 16 de diciembre de 2009
Dentro del término previsto por el Decreto 2591 de 1991, se decide en segunda instancia la impugnación de la acción de tutela interpuesta por la señora Gloria Inés Gómez Naranjo contra el Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales DIAN y Bancolombia S.A.
El proyecto presentado por el ponente, fue discutido y aprobado por los restantes Magistrados de la Sala.
Presenta la actora, los siguientes
HECHOS

1. Expresa que es pensionada del Instituto de Seguros Sociales, mediante Resolución N° 012337 del 28 de noviembre de 2007.

2. Indica que los dineros de su pensión son consignados en la cuenta de ahorros 115-397074-79 plan 18 del Banco de Colombia, subsistiendo con tal pensión, pues no tiene otros ingresos.

3. La Resolución 900328 del 26 de agosto de 2009, de la Dirección de Impuesto Nacionales, ordenó el embargo de la cuenta ya mencionada donde se le consigna la pensión, a pesar de que la ley la considera inembargable.

En virtud de los hechos anteriores hace las siguientes 
PETICIONES

Solicita el desembargo de la cuenta donde se deposita su pensión. 

DERECHOS VULNERADOS

Presenta como violados los derechos al debido proceso, tercera edad, seguridad social y estatuto del trabajo.
TRÁMITE 
La acción de tutela, fls. 1-4, le correspondió al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de la ciudad, quien la admitió y dio dos (2) días a las accionadas para contestarla folios 9 y 10.

La Dirección Seccional de Impuesto y Aduanas Nacionales de Pereira, contesta la acción de tutela a los folios 14 al 23, expresando que las normas del Estatuto Tributario, artículos 823 y siguientes, la facultan para iniciar procesos administrativos de cobro con base en títulos ejecutivos, acompaña a su vez copia del proceso, folios 24 al 89.

Dice que la deuda de la actora se inició por concepto de impuestos que debe la sociedad Recambios Ltda., en la cual la tutelante tiene cuotas del 13% de participación.

Manifiesta que el embargo se llevó a cabo cumpliendo estrictamente lo ordenado en la ley.

Admite que la señora Gloria Inés Gómez Naranjo, presentó un escrito en el cual solicita desembargo de la cuenta, por cuanto el dinero allí depositado corresponde a una pensión, fls. 15 y 16. Sin que todavía se le haya notificado la resolución acerca de las medidas cautelares.

Concluye que la acción de tutela es improcedente, por cuanto la accionante no se le ha notificado dicha resolución “y por lo mismo no ha ejecutado los recursos de ley para agotar la vía gubernativa y acudir ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”, fl. 21.

El Banco de Colombia también contesta la acción de tutela, fls. 90 al 95, aceptando que la cuenta de ahorros de la actora “administra recursos de la pensión de la accionante”.

Expresa que recibió el oficio de embargo el 26 de agosto de 2009 y solo hasta el 6 de octubre de 2009, informó a la DIAN “que la cuenta de ahorros 115-39707479 se encuentra embargada y administra recursos de pensión”, fl. 90.

Indica que “en síntesis, no se le ha violado ningún derecho fundamental, presupuesto necesario para el ejercicio de la acción de tutela.

Así mismo, la falta de pago es consecuencia de unas conductas solamente atribuibles  a la actora, no siendo de recibo en derecho que se edifiquen unas pretensiones basándose en la propia culpa, debiéndose desestimar por esto los propuesto”.   

Agregando que “en este orden de ideas se deba indicar que las actuaciones del banco no son cuestionables, se ajustan al cumplimiento de una orden de embargo.

Por lo tanto no es de recibo lo solicitado, ya que reitero es el actuar del accionante la causa de los hechos que se objetan.

Por todo lo anterior, solicitamos al señor juez, de la manera más atenta, abstenerse de tutelar los derechos aducidos como violados por la accionante y denegar la presente tutela.”

La Juez a quo profiere sentencia, fls. 102 al 117, tutelando el derecho fundamental al mínimo vital de la señora Gloria Inés Gómez Naranjo, y en consecuencia ordena el desembargo de la citada cuenta, donde se le consignan las mesadas pensionales a la actora.

La DIAN impugna la acción de tutela a los folios 120 al 134, en memorial que olvidó firmar el señor Camilo Andrés Rodríguez Vargas, jefe de la oficina jurídica.

Reitera lo que ha dicho en la contestación a la tutela, en el sentido de que no ha sido posible notificar a la actora la Resolución que resuelve su petición de desembargo de la cuenta del Banco de Colombia por contener dineros de pensión, por lo tanto concluye que no es procedente la tutela pues existe otro medio de defensa.

Igualmente argumenta “que en ningún momento, se le ordenó al banco de manera expresa que tenía que embargar las cuentas de ahorro por concepto de pensiones, que se encontraren a nombre de la susodicha accionante.”
Pues el embargo habla en general de dineros depositados en cuentas corrientes y de ahorros, concluyendo que “quien deberá cumplir el decreto de embargo de la cuenta de ahorros y – corriente – que figuraba a nombre de la señora Gloria Inés Gómez Naranjo eran los funcionarios de Bancolombia”.

A su vez Bancolombia, también impugna la acción de tutela, fls. 139 al 144, indicando que el oficio de embargo se recibió el 3 de septiembre de 2009, y solo el 6 de octubre de 2009 se le informa a la DIAN “que la cuenta de ahorros 115-39707479 se encuentra embargada y administra recursos de pensión”.

Dice que no ha violado derechos fundamentales de la actora, pues solo está cumpliendo una orden de autoridad competente que le ordena el embargo de una cuenta de ahorros.

Concluyendo “que el banco cumplió a cabalidad con el embargo de la cuenta de ahorros 115-39707479, sin que por ello se encuentre violado derecho fundamental alguno de la accionante, quien además es quien dio lugar a los hechos que hoy reclama violan sus derechos.

El incumplimiento en sus obligaciones tributarias dio lugar a la orden de embargo y es sabido que nadie puede edificar sin defensa en sus propias culpas como aquí sucede”.
CONSIDERACIONES

Se trata de establecer en este proceso, si los dineros correspondientes a la pensión de la señora Gloria Inés Gómez Naranjo, consignados por el Instituto de Seguros Sociales en la cuenta de ahorros de Bancolombia N° 115-39707479 son o no embargables.

Respecto a lo anterior no hay duda que son inembargables, según la ley y jurisprudencia de la Corte Constitucional, la cual en sentencia T-246 de 2003 dijo:

“Los recursos que se asignen al pago de las mesadas pensionales tienen una destinación especifica ordenada por la propia Constitución y, en consecuencia, sobre la finalidad que cumplen no puede hacerse prevalecer otra, como podría ser la de asegurar la solución de las eventuales deudas a cargo del pensionado.

Se trata de dineros que si bien hacen parte del patrimonio del beneficiario de la pensión, no constituyen prenda común de los acreedores de aquél, pues gozan de la garantía de inembargabilidad, plasmada como regla general y vinculante, con las excepciones legales, que son de interpretación y aplicación restrictiva.”

A su vez el artículo 344 del Código Sustantivo del Trabajo expresa que son inembargables las prestaciones sociales, cualquiera que sea su cuantía.

Y en su ordinal 2° afirma “exceptúanse de lo dispuesto en el inciso anterior los créditos a favor de las cooperativas legalmente autorizadas y los provenientes de las pensiones alimenticias a que se refieren los artículos 411 y concordantes del Código Civil, pero el monto del embargo o retención no puede exceder del 50% del valor de la prestación respectiva”.
De igual manera el numeral 5° del artículo 134 de la Ley 100 de 1993, establece que son inembargables “las pensiones y demás prestaciones que reconoce esta ley, cualquiera que sea su cuantía, salvo que se trate de embargos por pensiones alimenticias o créditos a favor de cooperativas, de conformidad con las disposiciones legales vigentes sobre la materia”. 

Expresa la citada sentencia “que salvo los casos excepcionales, ni siquiera los jueces gozan de autorización para impartir órdenes en cuya virtud puedan retener dineros destinados al pago de pensiones”.

Demostrado que tales mesadas son inembargables, es preciso averiguar quien tiene la carga de la prueba que busca demostrar dicho carácter.

Este punto ha sido tratado por la Corte Constitucional en la misma sentencia citada, al decir:

“No obstante dicha consagración, en cuanto a los supuestos de inembargabilidad, se precisa tener en cuenta que la carga de la prueba, tendiente a demostrar la calidad de inembargables de determinados bienes recae en cabeza del deudor o ejecutado.

Significa lo anterior, que si en la cuenta bancaria embargada, se hallan consignados dineros provenientes de pensiones mensuales, éstos no serán objeto de embargo, siempre y cuando el contribuyente demuestre mediante certificación expedida por el pagador respectivo que las sumas consignadas en dicha cuenta obedecen a las mesadas pensionales.

En este orden de ideas se impone concluir, que si el deudor, que es a quien corresponde demostrar la ocurrencia de alguno de los eventos que prevé la ley para que los bienes sean inembargables no acredita oportunamente tal calidad respecto a los dineros que posee en la cuenta bancaria objeto de embargo, la administración tributaria en uso de sus facultades de cobro, debe actuar y utilizar los procedimientos coactivos que le concede la ley para hacer cumplir la principal obligación tributaria como es el pago de las deudas fiscales, aún en contra de los intereses del deudor”.
Aplicando lo anterior, tenemos que al folio 88 hay una comunicación de la actora dirigida a la DIAN, en la cual le solicita el levantamiento del embargo en la cuenta citada “por cuanto el dinero que allí se consigna corresponde a una pensión vitalicia otorgada por el Instituto de Seguros Sociales”.

A su vez al sustentar e impugnar la acción de tutela , la DIAN, admite tal comunicación y expresa que la contestación no se le ha podido notificar a la tutelante y si ello es así considera la Sala que se trata de un simple proyecto que en modo alguno puede hacer improcedente la acción de tutela, como se afirma.

Es innegable que la DIAN ha violado el mínimo vital de la tutelante, pues no procedió a desembargar la cuenta, después de la petición que le hizo la actora, también Bancolombia que igualmente le informa, que se trata de dinero de pensiones, como se desprende de la contestación a la acción de tutela que hizo dicho banco.

De otra parte la actora afirma en los hechos de la acción de tutela, que no tiene ingresos diferentes a su pensión, para demostrar que se le está afectando el mínimo vital.

Lo anterior por constituir una negación indefinida, según el Código de Procedimiento Civil, artículo 177, no requiere prueba.

Así lo dijo la Corte Constitucional en sentencia T-448 de 2006:

“En jurisprudencia de esta Corte, se ha dicho que la capacidad económica es una negación indefinida que no requiere ser probada y que, por tanto, invierte la carga de la prueba en el demandado, quien deberá entonces, probar lo contrario.

Lo anterior, en razón de la codificación procesal civil colombiana que expresa que incumbe al actor probar el supuesto de hecho que permite la consecuencia jurídica de la norma aplicable al caso, excepto los hechos notorios y las afirmaciones o negaciones indefinidas, las cuales no requieren prueba.

Dicho esto, se puede concluir que al no haber el demandado hecho ninguna alusión respecto de la situación económica de la accionante, la afirmación hecho por éste se tendrá por cierta.

Descrito lo anterior, se puede concluir que la decisión del juez de embargar la pensión del señor se hace más gravosa, pues con esta imprevisión vulnera el derecho fundamental al mínimo vital del demandante y su familia”.

En cuanto a Bancolombia, afirma que al embargar la cuenta no hizo sino cumplir una orden de autoridad competente y además que quien causó el embargo fue la tutelante, pues incumplió sus obligaciones tributarias y nadie puede alegar su propia culpa.

No comparte la Sala los anteriores argumentos, pues la ley es muy clara al consagrar la inembargabilidad, y su obligación era al menos la de informar a la DIAN en forma inmediata, que se trataba de recursos de pensiones.
Sin embargo como lo afirma el banco al contestar y al impugnar la acción de tutela, el embargo se realizó el 3 de septiembre de 2009 y nada se dijo al respecto, solo hasta el 6 de octubre de 2009, le informa a la DIAN del carácter de inembargable, por tratarse de recursos de pensiones.

Por lo tanto también le violó a la actora, el derecho fundamental al mínimo vital.

Las anteriores argumentaciones llevan a la conclusión, de que la cuenta de la señora Gloria Inés Gómez Naranjo, debe ser desembargada, como bien lo ordenó la juez a quo y por lo tanto se confirma su sentencia en todas sus partes.
En virtud de todo lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución,

FALLA

PRIMERO: CONFIRMAR íntegramente la sentencia impugnada, por lo expuesto en la parte motiva. 

SEGUNDO: Envíese lo más pronto posible a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

TERCERO: Notificar esta sentencia a las partes. 
CUARTO: Envíese copia de esta sentencia al Juzgado de primera instancia. 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

En vacaciones
CONSUELO PIEDRAHÍTA ALZATE
Secretaria
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